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4.1 Colaboración con los agentes sociales

La pandemia, el confinamiento decretado por el Estado de la Nación en 
el mes de marzo, así como las medidas de restricción de movimientos 
establecidas por las autoridades para frenar y evitar la propagación 
del SARS-COv-2 han condicionado el modo de colaboración de la 
Defensoría con los agentes sociales durante el año 2020. Estas especiales 
circunstancias vividas ha motivado que en la inmensa mayoría de las 
ocasiones los encuentros mantenidos con las asociaciones o entidades 
para trabajar conjuntamente en defensa de la infancia y adolescencia 
haya debido realizarse a través de medios telemáticos. 

Ello no ha impedido, sin embargo, que se hayan continuado manteniendo 
de forma virtual encuentros con agentes sociales en los que sus 
representantes han tenido la oportunidad de trasladar a la Defensoría 
sus principales preocupaciones e inquietudes, especialmente motivadas 
por los negativos efectos que la COVID-19 está ocasionando en uno de los 
sectores más vulnerables de la sociedad: la infancia.

La actual crisis sanitaria ha condicionado asimismo la celebración de 
jornadas o congresos donde se ha solicitado la presencia de la Institución 
para aportar su experiencia y criterio en diversos asuntos que atañen a 
niños y niñas. En unos casos, estos encuentros previstos y previamente 
programados han debido posponerse y, en otros, se han desarrollado 
utilizando diversas herramientas o plataformas online. Acorde con 
esta realidad, los asuntos abordados en estas jornadas se han dirigido 
de forma mayoritaria al análisis de las consecuencias que la pandemia 
estaba ocasionando en el efectivo ejercicio y disfrute de los derechos de 
las personas menores de edad. 

Por otro lado, hemos de destacar el incremento de colaboración de la 
Institución con el ámbito universitario. Durante 2020 han sido frecuentes 
las ocasiones en las que estudiantes de distintas disciplinas y formaciones 
académicas han solicitado información o han querido conocer el criterio 
de la Defensoría para la elaboración de trabajos fin de grados (TFG) o 
trabajos fin de máster (TFM). La mayoría de la temática elegida para 
estos proyectos ha estado relacionada con la situación de los menores 
migrantes no acompañados o de aquellos jóvenes migrantes que han 
dejado de estar bajo el paraguas de la protección de la Entidad Pública al 
alcanzar la mayoría de edad.
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4.2 Colaboración con otras Defensorías y organismos públicos

En las 34 Jornadas de Coordinación de las Defensorías del Pueblo celebradas 
en Andalucía en octubre de 2019, entre las múltiples recomendaciones y 
sugerencias elaboradas en defensa y protección de los derechos de los 
menores extranjeros no acompañados, los defensores autonómicos y el 
Defensor estatal recomendaron la modificación del Reglamento de la Ley 
de Extranjería. 

En concreto, se demandó la eliminación de la interpretación restrictiva 
que se venía realizando por la Administración respecto del derecho 
de los menores extranjeros a obtener la autorización de residencia. El 
loable y necesario propósito de esta actuación no es otro que facilitar la 
incorporación efectiva al mercado laboral de estos menores que han 
participado o están participando de procesos de transición a la vida 
adulta, al amparo de una Entidad Pública. 

Es necesario evitar, tal como se recogió en la llamada Declaración de 
Tarifa, promulgada en dichas Jornadas, que la protección de estos jóvenes 
quede interrumpida automáticamente al alcanzar la mayoría de edad, y 
puedan caer en la marginación y exclusión social. 

Las exigencias administrativas para las renovaciones de las autorizaciones 
de residencia de los menores extranjeros no acompañados que alcanzan 
la mayoría de edad han venido a dificultar la situación de vulnerabilidad 
de este colectivo. Este endurecimiento de los criterios, comenzados a 
exigir por algunas Oficinas de Extranjería, se concretan en la exigencia 
a los jóvenes solicitantes de la primera renovación de la autorización de 
residencia de disponer de recursos económicos propios, tras perder el 
amparo de la Entidad Pública. 

Estos nuevos criterios restrictivos niegan la existencia de recursos 
económicos propios cuando el joven tenga sus necesidades cubiertas 
por un centro asistencial o cuando sea beneficiario de una prestación 
asistencial, y cuando se tramitan la segunda y posteriores renovaciones, 
las Oficinas de Extranjería exigen que el joven acredite unos ingresos 
del 400% del Iprem (2.100 euros mensuales). Exigir a un joven en esta 
especial situación de vulnerabilidad semejantes requisitos de solvencia 
económica les impide normalizar su residencia y propiciará su exclusión 
social y laboral.

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/34-jornadas-de-coordinacion-de-defensores-del-pueblo-sevilla-y-tarifa-cadiz-15-y-16-de-octubre-de
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/34-jornadas-de-coordinacion-de-defensores-del-pueblo-sevilla-y-tarifa-cadiz-15-y-16-de-octubre-de
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/sites/default/files/declaracion_de_las_defensorias.pdf
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/sites/default/files/declaracion_de_las_defensorias.pdf
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Se trata de un problema que preocupa de manera singular a las 
Defensorías de España, como instituciones garantes de los derechos 
y libertades de la ciudadanía. Con este criterio restrictivo relativo a las 
autorizaciones de trabajo se está vulnerando el principio del interés 
superior del menor al que están obligadas las administraciones públicas 
y contraviene las obligaciones de proteger a los jóvenes ex tutelados 
que contemplan la Convención de los Derechos del Niño de las Naciones 
Unidas y la Convención de los Derechos del Niño de las Naciones Unidas 
y la Ley de Protección Jurídica del Menor.

En este contexto, las Defensorías del Pueblo autonómicas se han 
adherido a la recomendación elevada por el Defensor del Pueblo de 
España al Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones 
para adecuar los requisitos exigidos para la renovación de la autorización 
de residencia a los jóvenes ex tutelados. Compartimos la necesidad de 
modificar los artículos 196, 197 y 198 del Real Decreto 557/2011, por el 
que se aprueba el Reglamento de la Ley de Extranjería para su adaptación 
a la Ley de Protección Jurídica del Menor y a los criterios de la Observación 
General número 14 del Comité de los Derechos del Niño de las Naciones 
Unidas.

Por otro lado, el Defensor del Menor de Andalucía ha sido nombrado 
representante de la zona de Europa en la Red de la Niñez de la Federación 
Iberoamericana de Ombudsman (FIO). Esta última organización 
congrega y representa a 103 Defensores del Pueblo, Procuradores, 
Proveedores, Comisionados y Presidentes de Comisiones Públicas de 
Derechos Humanos de 22 países iberoamericanos. 

El objetivo primordial de la Federación es ser un foro de discusión para 
la cooperación, el intercambio de experiencias y la promoción, difusión 
y fortalecimiento de la institución del Ombudsman en las regiones 
geográficas de su jurisdicción. Entre otras finalidades específicas, pretende 
fomentar, ampliar y fortalecer la cultura de los Derechos Humanos, 
establecer y mantener relaciones de colaboración con organizaciones no 
gubernamentales que procuren el respeto, defensa y promoción de los 
Derechos Humanos, así como promover estudios e investigaciones sobre 
aspectos de su competencia, con la finalidad de apoyar el fortalecimiento 
del Estado de Derecho, el régimen democrático y la convivencia pacífica 
de los pueblos.

https://www.defensordelpueblo.es/resoluciones/residencia-de-los-ex-menores-tutelados-que-han-accedido-a-la-mayoria-de-edad-sin-haber-obtenido-la-pertinente-autorizacion/
https://www.defensordelpueblo.es/resoluciones/residencia-de-los-ex-menores-tutelados-que-han-accedido-a-la-mayoria-de-edad-sin-haber-obtenido-la-pertinente-autorizacion/
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Con objetivo de preparar el Congreso y la Asamblea anual de la FIO, 
previsto para el primer trimestre del año 2021, las instituciones integrantes 
de la Red de la Niñez se reunieron telemáticamente para trabajar sobre 
la incidencia de la pandemia en el derecho a la Educación de la infancia y 
adolescencia. 

Se abordó en el encuentro de la Red de la Niñez las consecuencias de la 
educación formal y no formal de niñas, niños y adolescentes desde que 
comenzó a impartirse de manera remota y por medios virtuales como 
consecuencia de la pandemia. También las instituciones integrantes de la 
Red concluyeron que es necesario garantizar el derecho a una educación 
inclusiva, equitativa y de calidad, según el compromiso asumido con el 
ODS 4 y la Agenda Educación 2030. Las lecciones aprendidas durante este 
período deberán posibilitar el desarrollo de un planeamiento educativo 
capaz de reducir el impacto social de la crisis vivida y preparar sus sistemas 
para futuras crisis.

Al amparo de este encuentro la señalada Red elaboró en diciembre de 
2020 la Declaración por la continuidad del Derecho a la Educación que 
fue aprobada y ratificada posteriormente en la Asamblea de la FIO:

«La población de niñas, niños y adolescentes que no asiste a las 
escuelas debido al COVID-19 es histórica para toda Iberoamérica. Los 
Estados Nacionales de todo el mundo han cerrado las instituciones 
educativas ante la emergencia sanitaria, como medida para contener 
la propagación del virus.

No obstante, las políticas educativas de los países buscaron resguardar 
la continuidad pedagógica, aun sin asistencia a las aulas.

Habiendo transcurrido este año, con la inesperada experiencia de una 
pandemia en la posmodernidad, es tiempo de analizar lo acontecido, 
evaluar y planificar de modo flexible para la educación por venir.

Los sistemas educativos deben garantizar el derecho a una educación 
inclusiva, equitativa y de calidad, según el compromiso asumido con el 
ODS 4 y la Agenda Educación 2030. Las lecciones aprendidas durante 
este período deberán posibilitar el desarrollo de un planeamiento 
educativo capaz de reducir el impacto social de la crisis vivida y 
preparar sus sistemas para futuras crisis.

http://www.defensordelmenordeandalucia.es/sites/default/files/fio_declaracion_educacion.pdf
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Con motivo de la pandemia, la educación formal y no formal de niñas, 
niños y adolescentes comenzó a impartirse de manera remota y 
por medios virtuales. Sin embargo, según un informe de UNICEF, un 
tercio de la población mundial de niñas, niños y adolescentes en edad 
escolar no tuvo acceso a la educación a distancia durante el cierre de 
las escuelas.

Las propuestas de educación a distancia no lograron llegar a la totalidad 
de estudiantes; afectando el derecho a la educación principalmente 
de las niñas, niños, adolescentes y sus familias que se encuentran 
en situación de vulnerabilidad social, económica. Esta modalidad de 
educación se ha realizado sin salvar un obstáculo previo: la brecha 
digital producto de las desigualdades socio económicas del alumnado 
más desfavorecido. El confinamiento y la suspensión de la actividad 
docente presencial han agudizado la segregación educativa previa a la 
pandemia, así como las desigualdades que ya existían con la infancia y 
adolescencia más vulnerable.

Tal como manifiesta el informe de UNICEF para América Latina y el 
Caribe se trata de una catástrofe generacional que tendrá profundas 
consecuencias para la sociedad en su conjunto. La interrupción del 
aprendizaje y la deserción escolar son preocupantes, porque cuanto 
más tiempo permanezcan cerradas las escuelas, más difícil será que 
retornen a ellas la población más vulnerable.

Cabe destacar que para muchas infancias y adolescencias la pérdida 
de contacto con las escuelas no solo ha afectado a su derecho a la 
educación, sino también a sus tiempos entre pares, sus rutinas 
cotidianas importantes para el buen desarrollo y sus vínculos con 
referentes capaces de intervenir ante riesgos o consecuencias de 
ser víctimas de violencias que el confinamiento ha incrementado. Es 
decir, el cierre prolongado de los establecimientos educativos por 
la pandemia está afectando al bienestar integral de niñas, niños y 
adolescentes; fundamentalmente -y como toda crisis a quienes se 
encuentren en contextos vulnerables.

Por ello, proponemos a las autoridades nacionales y subnacionales de 
Educación de los países que formamos parte de esta Red de Niñez y 
Adolescencia:
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1) Otorgar prioridad a la planificación flexible del retorno seguro a 
las escuelas y la continuidad pedagógica 2021, priorizando como 
argumento central al Interés Superior del Niño.

2) Tomar esta crisis como oportunidad para innovar y repensar a 
la educación en su capacidad para restaurar las desigualdades y 
prepararnos mejor para futuras emergencias.

3) Trabajar para eliminar la brecha digital que afecta a la población 
infantil más vulnerable, propiciando la alfabetización digital en el 
mundo educativo que capacite a la comunidad educativa para obtener 
de las TICs su máximo potencial.

4) Solicitar el acompañamiento de todo el Sistema de Protección 
Integral a la labor de las escuelas, para la óptima contención de las 
niñas, niños y adolescentes y las posibles marcas de traumas que les 
ha dejado la pandemia.

5) Generar estrategias que contribuyan a evitar la deserción escolar 
de las infancias y adolescencias a causa de crisis económicas en los 
entornos familiares con motivo de la contingencia sanitaria, así como 
por discriminación de género.

6) Fortalecer los entornos escolares en estructura física, tecnológica 
y de personal capacitado que permita implementar y ejecutar 
modelos educativos híbridos para el retorno seguro de las infancias 
y adolescencias a las escuelas y en su caso para futuras emergencias, 
asegurando con ello, el derecho a una educación de calidad».

Recordamos que la Institución del Defensor del Menor de Andalucía forma 
parte de la organización ENOC (European Network of Ombudsman 
persons for Children, Red Europea de Defensores para la Infancia). Se 
trata de una red formada por una institución independiente de defensa 
de los derechos de los niños que tiene como tareas principales impulsar 
la aplicación de la Convención de las Naciones Unidas sobre los derechos 
del niño; dar apoyo a los colectivos que trabajan para la defensa de los 
derechos de la infancia; compartir informaciones y estrategias entre los 
estados miembros; y promover el desarrollo de oficinas de ombudsman 
para personas menores.
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Estaba previsto que la 24ª Conferencia Anual de ENOC (European 
Network of Ombudspersons for Children) se celebrara en Edimburgo 
(Escocia), sin embargo, debido a la pandemia, dicho evento se ha realizado 
de forma telemática los días 17 y 18 de noviembre de 2020, abordando la 
temática de la “Evaluación de impacto sobre los derechos del Niño” (CRIA), y 
formulando la siguiente Declaración: 

Declaración de posicionamiento sobre la “Evaluación del impacto 
sobre los derechos del niño” (CRIA). Adoptada por la 24ª Asamblea 
General de ENOC, 18 de noviembre de 2020

“No existe política de efecto neutro para los niños. Sea de manera 
intencionada o no intencionada, toda política afecta positiva o 
negativamente a las vidas de los niños.”

Nosotros, miembros de la Red Europea de Defensores de la Infancia 
(ENOC, por sus siglas en inglés), exhortamos a nuestros gobiernos, al 
Consejo de Europa y a las instituciones de la Unión Europea a utilizar los 
procesos de evaluación de impacto sobre los derechos del niño (CRIA, 
por sus siglas en inglés) y de análisis de impacto sobre los derechos 
del niño (CRIE, por sus siglas en inglés) para integrar los derechos 
de los niños en las leyes, políticas, asignaciones presupuestarias y 
otras decisiones administrativas, así como a promover y apoyar la 
incorporación de estos procesos en todos los organismos públicos.

Nuestras recomendaciones pretenden garantizar que los gobiernos 
cumplan con la Convención de Naciones Unidas sobre los Derechos del 
Niño (CDN) y demás tratados internacionales sobre derechos humanos 
en la medida en que afecten a niños y jóvenes. También tienen el 
objetivo de contribuir a hacer realidad el compromiso del Consejo de 
Europa de apoyar a los Estados miembros “en la introducción y mejora 
de la calidad y eficacia de las evaluaciones de impacto sobre los niños”, 
apoyando al mismo tiempo a los coordinadores del Parlamento 
Europeo y la Comisión Europea en la promoción y protección de los 
derechos de los niños en las políticas y normativa europeas. 

Considerando las obligaciones de los Estados de aplicar los derechos 
que regula la Convención de Naciones Unidas sobre los Derechos 
del Niño y, en particular, el artículo 4, que exige a los gobiernos 

http://enoc.eu/wp-content/uploads/2018/08/ENOC-2018-ACGA-provisional-programme-August-version.pdf
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“(...) adoptar todas aquellas medidas legislativas, administrativas u 
otras que puedan ser adecuadas para hacer efectivos los derechos 
reconocidos en la presente Convención (...)”.

Considerando que todos los niveles de gobierno y todos aquellos que 
intervienen en la prestación de servicios públicos deben garantizar que, 
de conformidad con el artículo 3 de la Convención, el interés superior 
del menor es una consideración primordial en todas aquellas acciones que 
puedan afectar a los niños.

Entendiendo que la evaluación del interés superior del menor 
debe respetar el derecho de los niños y niñas a expresar sus opiniones 
libremente y a que se dé la debida consideración a dichas opiniones en 
todos aquellos asuntos que les afecten, de acuerdo con el artículo 12 
de la Convención.

Teniendo en cuenta la necesidad de considerar el impacto sobre 
los derechos del niño de todas aquellas decisiones que afecten a 
la población infantil, a grupos de niños unidos por determinadas 
características y a los niños individualmente.

ENOC insta a los Estados, las autoridades nacionales, regionales, 
europeas e internacionales, y a todas aquellas otras autoridades 
competentes a aplicar los procesos CRIA y CRIE como medidas 
de control de la aplicación de la Convención, de manera que se 
promueva aún más la integración visible de los derechos de los 
niños en los procesos de toma de decisiones.

ENOC insta a los Estados, las autoridades nacionales, regionales, 
europeas e internacionales y a todas aquellas otras autoridades 
competentes a adoptar las siguientes recomendaciones:

I.- Exigir que se llevan a cabo evaluaciones de impacto sobre los 
derechos de los niños (CRIA) y análisis de impacto sobre los mismos 
(CRIE) en relación con las decisiones normativas, de política 
pública, presupuestarias u otras decisiones administrativas, para 
incorporar la perspectiva de los derechos de los niños.

1.- Apoyar la aplicación de los procesos CRIA y CRIE mediante un 
mandato legal, para asegurar que quienes intervienen en la elaboración 
de normas, en la formulación de políticas públicas, en las decisiones 
presupuestarias y en la ejecución de todas ellas realicen una evaluación 
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CRIA siempre que se planteen medidas que puedan afectar a los niños, 
tanto en el sector público como en el sector privado. 

2.- Desarrollar y aplicar procesos CRIA y CRIE que cumplan con las 
normas procedimentales básicas para la evaluación y el análisis de 
impacto, establecidas por el Comité de Naciones Unidas sobre los 
Derechos del Niño. Ello aplica no sólo a las decisiones que tienen un 
impacto directo en los niños sino también a aquellas otras que no 
están directamente orientadas a los niños pero pueden afectarles. 

3.- Especificar cuándo, dónde y cómo encajan los procesos CRIA y CRIE, 
dentro del ciclo de desarrollo de las leyes, presupuestos, políticas 
públicas y medidas administrativas.

4.- La evaluación CRIA debería llevarse a cabo lo antes posible en el 
proceso de desarrollo de la norma, política pública, presupuesto 
o medida administrativa de que se trate. El análisis CRIE debería 
llevarse a cabo una vez transcurrido el período acordado a partir de la 
aplicación de la medida correspondiente. 

II.- Velar por el cumplimiento de los derechos, tanto de los niños 
individualmente como de los grupos de niños, a ser escuchados y 
participar en los procesos CRIA y CRIE. 

5.- La participación del niño o niños ha de ser efectiva y significativa, de 
conformidad con los requisitos establecidos en la Observación General 
No. 12 del Comité de Naciones Unidas sobre los Derechos del Niño.

6.- Proporcionar a todos los niños información sobre sus derechos 
-información apropiada para su edad, accesible e inclusiva- orientación 
y apoyo para que puedan participar en los procesos CRIA y CRIE.

7.- Los adultos deben adoptar una actitud abierta, preguntar a los niños 
sobre sus opiniones al inicio del proceso CRIA o CRIE y asegurarse de 
que sus opiniones son tratadas con respeto. Mantener informados e 
involucrados a los niños debería ser parte del proceso.

8.- En los procesos CRIA deberían participar diversos grupos de niños, 
incluyendo aquellos que son vulnerables o sufren marginación. Los 
niños cuyos derechos se verán más afectados por una propuesta han 
de recibir la asistencia necesaria para garantizar su participación en el 
proceso CRIA.
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9.- Proporcionar espacios seguros en los que los niños puedan ejercer 
su derecho a ser escuchados.

10.- Registrar las opiniones de los niños, exponer cómo han influido en 
el proceso de toma de decisiones e informar a los niños sobre cómo 
se han tenido en cuenta sus opiniones son actuaciones que deberían 
formar parte de los procesos CRIA y CRIE. 

11.- Los comisionados y ombudsman para la defensa de los derechos 
de los niños pueden jugar un papel fundamental en los procesos CRIA, 
dando voz a las opiniones de los niños e intercediendo en su nombre, 
especialmente en el caso de los niños que no pueden defenderse por 
sí mismos. 

III.- Adoptar las medidas necesarias para garantizar que se 
disponen los recursos adecuados y otras medidas generales 
para la aplicación de los derechos de los niños al servicio de los 
procesos CRIA y CRIE. 

12.- Apoyar la aplicación de los procesos CRIA y CRIE con un conjunto 
de herramientas como, por ejemplo, preguntas clave, formularios y/o 
directrices, para garantizar la coherencia y la aplicación integral del 
proceso.

13.- Debe adoptarse una perspectiva amplia en cuanto a los artículos 
y disposiciones sobre los derechos de los niños que pueden ser 
relevantes en un proceso CRIA o CRIE, y no tener en cuenta sólo los 
más obvios.

14.- Asegurar que los procesos CRIA y CRIE cuentan con los recursos 
adecuados en cuanto al personal necesario, los costes de encargar 
investigaciones adicionales y/o los costes de llevar a cabo consultas 
públicas o específicas que puedan informar la evaluación y/o el análisis.

15.- Apoyar la realización de procesos CRIA y CRIE con un programa de 
formación continuada y obligatoria para la capacitación y desarrollo 
de habilidades de las personas responsables de la toma de decisiones 
a todos los niveles. La formación debería instruir en informar sobre 
los derechos de los niños y la Convención de Naciones Unidas sobre 
los Derechos del Niño, así como sobre los procesos de evaluación y 
análisis de impacto sobre esos derechos.
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16.- Recopilar y hacer accesibles datos suficientes y fiables sobre niños 
y jóvenes, abarcando todos los derechos reconocidos en la Convención 
de Naciones Unidas sobre los Derechos del Niño, como herramienta 
de apoyo para la realización de procesos CRIA y CRIE.

IV.- Garantizar que los procesos CRIA y CRIE sean transparentes, 
apoyen una mejor rendición de cuentas sobre las decisiones 
adoptadas e indiquen en qué medida los niños han influido en 
esas decisiones.

17.- Los procesos CRIA y CRIE deberían ponerse a disposición para su 
examen externo tan pronto como sea posible mediante su publicación 
y la implicación de todos los interesados.

18.- Como parte de este examen externo, las autoridades deben 
rendir cuentas sobre las decisiones adoptadas, explicar por qué no 
se aceptan o aplican las recomendaciones, en su caso, e indicar cómo 
se han considerado las opiniones de los niños y si se les ha dado la 
importancia que les corresponde.

19.- Cuando una ley, política pública, decisión presupuestaria o 
administrativa tenga efectos en los derechos de los niños y se adopte 
sin una evaluación previa de su impacto en la infancia, debe ser 
impugnada.

20.- Establecer sistemas de garantía para mejorar la práctica de la 
evaluación y análisis de impacto, facilitando acceso a expertos en 
derechos de los niños, tanto internos como externos, identificando y 
poniendo a disposición procesos CRIA o CRIE modelo y compartiendo 
buenas prácticas.

21.- Colaborar con los miembros de ENOC para desarrollar buenas 
prácticas en relación con los procesos CRIA y CRIE y fomentar su 
examen posterior. 

V.- Desarrollar y ampliar el conocimiento y la comprensión de los 
procesos CRIA y CRIE. 

22.- Las instituciones y gobiernos europeos deberían apoyar un 
programa interdisciplinar de investigación, a nivel nacional e 
internacional, para promover la comprensión y desarrollo de los 
procesos de evaluación de impacto sobre los derechos de los niños.
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23.- El Comité de Naciones Unidas sobre los Derechos del Niño debería 
organizar una jornada de debate general sobre los procesos de 
evaluación de impacto sobre los derechos de los niños y proporcionar 
nuevas directrices y recomendaciones sobre los procesos CRIA y CRIE 
mediante la elaboración de una Observación General.

Los miembros de ENOC, para facilitar el cumplimiento de los procesos 
de evaluación del impacto sobre los derechos del Niño, han elaborado 
una Guía que contiene pautas para realizar una adecuada evaluación 
que permita examinar los impactos potenciales sobre los niños y los 
jóvenes de las leyes, políticas, decisiones presupuestarias, programas 
y servicios a medida que se desarrollan. Este documento explica el 
concepto de CRIA y quién es responsable de realizar una evaluación. 
Asimismo señala las etapas claves que se debe seguir al realizar una CRIA 
y proporciona recursos para que se pueda usar o adaptar este documento 
a cada contexto.

Finalmente ENOC ha realizado un llamamiento firme a los estados e 
instituciones europeos para garantizar los derechos de los menores 
refugiados:

En la pandemia de la COVID-19 no se debe perder de vista la crisis actual 
de migraciones y refugiados que afecta al continente europeo y más 
severamente al sur de Europa. La situación es particularmente crítica en 
la frontera entre Grecia y Turquía, después de que esta última cambiara 
la estrategia e incentivara el desplazamiento de un número importante de 
personas refugiadas y migrantes hacia la frontera griega. 

Los campos de refugiados de las islas griegas acogen a un número de 
personas considerablemente superior a su capacidad, la mayoría de las 
cuales viven en condiciones infrahumanas. En este contexto, la situación 
de los menores especialmente vulnerables, incluidos los que son muy 
jóvenes o no están acompañados, es de gran preocupación. En ENOC 
están extremadamente alarmados por la privación de los derechos más 
básicos de los menores, tales como alojamiento, agua, comida, acceso a 
la atención sanitaria y educación. Un número creciente de niños y jóvenes 
está luchando con problemas graves de salud mental agravados por el 
deterioro de la situación. 

http://enoc.eu/wp-content/uploads/2021/02/guia_evaluacion_impacto_derechos_infancia_cria_enoc_2020.pdf
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Los menores quedan atrapados en condiciones de vida masificadas, 
insalubres y deplorables, en medio de la pandemia de la COVID-19. En 
estas condiciones, y dada la falta de servicios de saneamiento y de atención 
médica adecuados, es extremadamente difícil seguir las directrices y 
los consejos de las autoridades sanitarias para protegerse y evitar una 
propagación incontrolable de la enfermedad. A medida en que los estados 
europeos intentan proteger a su población, las restricciones resultantes 
de circulación y acceso, especialmente el cierre de fronteras, han puesto 
las operaciones de traslado y los procesos de solicitud de asilo en peligro. 

En este contexto, los miembros de ENOC han alertado sobre en numerosas 
recomendaciones que los menores en movimiento, independientemente 
del estado migratorio de sus familias, tienen derecho a la máxima 
protección, seguridad y atención. ENOC hace un llamamiento firme a 
los estados e instituciones europeos para garantizar que las políticas, 
leyes y prácticas cumplan plenamente con la Convención de Naciones 
Unidas sobre los derechos de los niños y otros instrumentos europeos 
e internacionales relativos a los derechos humanos que garanticen la 
protección de todos los niños y la consideración de su interés superior. 

Por lo tanto, ENOC instó a la evacuación inmediata de los menores 
migrantes, estén o no acompañados, de los campos de refugiados 
de las islas griegas para garantizar la seguridad y los derechos 
fundamentales y evitar el estallido desastroso de COVID-19. Los 
estados y las instituciones europeas deberían apoyar a Grecia en el 
traslado de los menores a las instalaciones adecuadas en la zona 
continental tan pronto como sea posible y en la prestación urgente de 
cuidados y protección adecuados. Las decisiones de evacuación y traslado 
de los menores deben basarse en una evaluación exhaustiva de su interés 
superior y después de tener en cuenta las opiniones del menor durante 
todo el proceso. 

La protección de los menores atrapados en situaciones de emergencia 
humanitaria debe ser una prioridad durante la actual pandemia. Los 
menores tienen derecho a la vida, la supervivencia y el desarrollo, así 
como la protección de cualquier forma de daño.
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